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cante (Expediente 05/111/0057), y teniendo en cuenta los 
siguientes.

Antecedentes de hecho

Primero.–Por el S.M.P. de Barcelona se levantó acta 
de infracción el día 28 de octubre de 2005 contra los 
ahora recurrentes, por bloquear el buque «Nueva Santa 
Isabel», 3.ª-BA-2-2/01, el canal de acceso al Puerto de 
Barcelona.

Segundo.–Por la Dirección General de la Marina Mer-
cante se acordó la incoación de expediente sancionador 
con fecha 30 de noviembre de 2005, y después de haber 
sido tramitado en forma reglamentaria el oportuno expe-
diente, se dictó en el mismo la resolución que queda 
consignada, cuya notificación con los debidos apercibi-
mientos procedimentales tuvo lugar el día 1 de diciembre 
de 2006, mediante publicación en BOE al haberse inten-
tado infructuosamente la notificación postal el 22-11-06.

Tercero.–Por la parte interesada ahora recurrente se pre-
senta escrito mediante el que interpone recurso de alzada 
contra el citado acuerdo, en fecha 16 de marzo de 2007, y en 
el que se alega lo que juzga conveniente a su derecho.

Cuarto.–El citado recurso junto con el expediente ha sido 
informado desfavorablemente por la Dirección General de 
la Marina Mercante, proponiendo su inadmisión a trámite.

Fundamentos de Derecho

Único.–Dentro del orden previo de las cuestiones de 
carácter adjetivo o formal, es preciso manifestar que la 
interposición del recurso se realizó fuera del plazo de un 
mes previsto en el artículo 115.1de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, dado que la notificación de la resolución 
impugnada se produjo en fecha 1-12-06, mientras la in-
terposición del recurso se realizó el 16-3-07.

En su virtud, este ministerio, de conformidad con la 
propuesta de la Subdirección General de Recursos, ha 
resuelto inadmitir a trámite el recurso de alzada inter-
puesto por D. Jesús López Montes y D.ª Santiaga Martín 
Pisonero, contra resolución del Secretario General de 
Transportes, de fecha 10 de noviembre de 2006, que les 
sancionaba con multa de 5.000 euros por una infracción 
de carácter muy grave prevista en el apartado 3.f) del ar-
tículo 116 de la Ley 27/92, de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante (Expediente 05/111/0057), la cual pro-
cede confirmar en sus propios términos.

Contra esta resolución que agota la vía administrativa, 
cabe recurso contencioso-administrativo, ante los Juzga-
dos Centrales de lo Contencioso-Administrativo con sede 
en Madrid, en el plazo de dos meses contados desde el 
día siguiente al de su notificación.».

Madrid, 9 de octubre de 2008.–Subdirector General 
de Recursos-Isidoro Ruiz Girón. 

 61.793/08. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificación de la resolución re-
caída en el recurso administrativo 2008/00552.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal a los interesados conforme dispone el artículo 59.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación a lo dispuesto en el mis-
mo artículo, debe publicarse, a efectos de notificación, la 
resolución del recurso de fecha 30 de julio de 2008, 
adoptada por el secretario General de Transportes en el 
expediente número 2008/00552.

«Examinado el recurso de alzada formulado por D. 
Ángel Millán Felipe, en nombre y representación de 
Agencia de Transportes Frutícolas Rioja S.L., contra la 
resolución de la Dirección General de Transportes por 
Carretera, de fecha 11 de enero de 2008, que le sanciona 
con una multa de 3.301,00 euros, por la comisión de una 
infracción muy grave tipificada en el artículo 140.18.2 de 
la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 
Transportes Terrestres, modificada por la Ley 29/2003, 
de 8 de octubre por no disponer de local para el ejercicio 
de la actividad en los términos legal o reglamentariamen-
te establecidos (Expediente IC/500/2007).

Antecedentes de hecho

Primero.–Por los Servicios de Inspección de los 
Transportes por Carretera dependientes de este Ministe-
rio, se levantó Acta de Inspección al ahora recurrente, en 
la que se hicieron constar los datos que figuran en la in-
dicada resolución.

Segundo.–Dicha Acta dio lugar a la tramitación del 
preceptivo expediente sancionador, comunicándose al 
interesado mediante publicación en el Boletín Oficial del 
Estado, de fecha 30 de octubre de 2007 y consecuencia 
del cual se dictó la resolución ahora recurrida.

Tercero.–En el recurso se alega lo que se estima más 
conveniente a las pretensiones del interesado y solicita la 
revocación del acto impugnado. Recurso que el órgano 
sancionador ha informado desfavorablemente.

Fundamentos de Derecho

1. Los hechos sancionados se encuentran acredita-
dos a través del Acta de Inspección practicada por el 
Agente adscrito a la Subdirección de Inspección de los 
Transportes por Carretera, como consecuencia de la ins-
pección practicada el día 18 de abril de 2007, en el domi-
cilio de la empresa, sito en la Gran Vía Juan Carlos I n.º 
46 de Logroño, con objeto de comprobar el cumplimien-
to de las disposiciones reguladoras del servicio, en mate-
ria de transportes por carretera.

En dicha Acta se constata que el citado domicilio so-
cial es también domicilio particular de la Agencia de 
Transportes Frutícolas Rioja, S.L. figurando este nombre 
en el buzón de correos sito en el inmueble.

La doctrina jurisprudencial sobre la eficacia proba-
toria de las Actas de Inspección señala que «la presun-
ción de veracidad atribuidas a las Actas de Inspección 
se encuentra en la imparcialidad y especialización que, 
en principio, debe reconocerse al inspector actuante» 
(Sentencias del Tribunal Supremo de 18 de enero y 18 
de marzo de 1991. Art. 265 y 3183), presunción de 
certeza perfectamente compatible con el derecho fun-
damental a la presunción de inocencia que se recoge 
en el artículo 24.2 de la Constitución Española, pues la 
legislación sobre el transporte terrestre se limita a 
atribuir a tales Actas el carácter de prueba de cargo, 
dejando abierta la posibilidad de practicar prueba en 
contrario.

Prueba que no consta desvirtuada, antes al contrario, 
en el recurso de alzada presentado reconoce la parte recu-
rrente que el domicilio social era y sigue siendo el mismo 
que comprobaron los responsables de Inspección en el 
buzón de la finca (...), adjuntando documentación en la 
que se informaba que no se había ejercido actividad en 
enero de 2007; por lo que, del análisis del expediente y, 
en especial, del Acta de Inspección, se colige que los 
hechos se encuentran debidamente constatados, sin que 
las alegaciones formuladas por el recurrente hayan des-
virtuado los mismos. Dicha Acta de Inspección goza de 
valor “iuris tantum” según establecen los artículos 137.3 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común y el artículo 17.5 del Real 
Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba 
el Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la 
Potestad Sancionadora.

Por tanto, carecen de alcance exculpatorio los argu-
mentos del recurrente, por cuanto la Ley 16/1987, de 30 
de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, 
modificada por la Ley 29/2003, de 8 de octubre, tipifica 
como infracción muy grave los citados hechos, en su ar-
tículo 140.18.2, en relación con los artículos 6 y 13 de la 
O.M. de 21-07-2000, por incumplimiento de la legisla-
ción vigente en cuanto a la disposición de un local, dis-
tinto al domicilio privado de su titular, abierto al público 
y dedicado en exclusiva a actividades de transporte; no 
pudiendo prevalecer dichos argumentos sobre la norma 
jurídica; por tanto, el acto administrativo impugnado está 
ajustado a derecho, al aplicar correctamente la citada 
Ley.

2. Y en cuanto a la solicitud de suspensión de la 
ejecución del acto impugnado, cabe señalar, que tal acto 
no es ejecutivo, habida cuenta que la resolución sancio-
nadora de instancia, no pone fin a la vía administrativa, 
en tanto no se resuelva el recurso de alzada interpuesto o 
haya transcurrido el plazo para su interposición sin que 
esta se haya producido, de acuerdo con lo establecido en 
los artículos 138.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-

bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común y 21.2 
del Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la 
potestad sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/
1993, de 4 de agosto.

En su virtud, esta Secretaría General de Transpor-
tes, de conformidad con la propuesta formulada por la 
Subdirección General de Recursos ha resuelto Deses-
timar el recurso de alzada formulado por D. Ángel 
Millán Felipe, en nombre y representación de Agencia 
de Transportes Frutícolas Rioja S.L., contra la resolu-
ción de la Dirección General de Transportes por Carre-
tera, de fecha 11 de enero de 2008, que le sanciona con 
una multa de 3.301,00 euros, por la comisión de una 
infracción muy grave tipificada en el artículo 140.18.2 
de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los 
Transportes Terrestres, modificada por la Ley 29/2003, 
de 8 de octubre por no disponer de local para el ejerci-
cio de la actividad en los términos legal o reglamenta-
riamente establecidos (Expediente IC/500/2007), re-
solución que se declara subsistente y definitiva en vía 
administrativa.

Contra esta Resolución que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses contados 
desde el día siguiente al de su notificación.».

Madrid, 10 de octubre de 2008.–Subdirector General 
de Recursos-Isidoro Ruiz Girón. 

 61.810/08. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificación de la resolución re-
caída en el recurso administrativo 2006/09097.

Al no haberse podido practicar la notificación per-
sonal a los interesados conforme dispone el artículo 
59.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, modificada 
por la Ley 4/1999, de 13 de enero, y en aplicación a lo 
dispuesto en el mismo artículo, debe publicarse, a 
efectos de notificación, la resolución del recurso de 
fecha 30 de mayo de 2008, adoptada por la Subsecre-
taria del Departamento, por delegación de la Ministra 
en el expediente número 2006/09097.

«Examinado el recurso interpuesto por don José 
García Castella y por don José García Solera contra 
la resolución de la Secretaría General de Transportes 
de fecha 10 de noviembre de 2006 relativa a la impo-
sición de una sanción de 6.000 euros a los recurren-
tes, por la comisión de infracción tipificada en el ar-
tículo 116.3.f) de la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, 
de Puertos del Estado y de la Marina Mercante (Ex-
pediente 05/111/52).

Antecedentes de hecho

Primero.–En fecha 25 de octubre de 2005, fue blo-
queado el canal de entrada al puerto de Barcelona, por 
parte de varios buques, encontrándose entre ellos el de-
nominado «Mar Vella», con matrícula 3.ª-BA-2-3-93.

Segundo.–Con fecha 30 de noviembre de 2005 se 
acuerda por el órgano competente la iniciación del 
expediente sancionador contra los ahora recurrentes.

Tercero.–Como consecuencia de ello, se tramitó el co-
rrespondiente procedimiento sancionador en el que, tras la 
preceptiva audiencia a los interesados, se dicta por la Secre-
taría General de Transportes la resolución ahora recurrida.

Cuarto.–Con fecha 21 de noviembre de 2006, don 
José García Castella y don José García Solera inter-
ponen el recurso en el que trae causa la presente, en 
el que tras manifestar lo que considera más conve-
niente a su derecho, solicitan la revocación del acto 
impugnado.

Quinto.–La Dirección General de la Marina Mercante 
informa el presente recurso en sentido desestimatorio.

Fundamentos de Derecho

Único.–Los recurrentes centran sus alegaciones en 
defender que los hechos no han quedado acreditados de 
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forma suficiente, vulnerándose con ello el principio de 
presunción de inocencia.

En relación con dichas alegaciones cabe manifestar 
que la denuncia efectuada por el Servicio Marítimo de la 
Guardia Civil tiene valor probatorio de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 2/1986 
de 13 de marzo reguladora de los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad del Estado en relación con lo dispuesto en el 
artículo 17.5 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, 
por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento 
para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora, de forma 
que, teniendo en cuenta el valor probatorio de la denun-
cia, y el hecho de que los recurrentes no aportaron prueba 
alguna en su favor, ha de estarse al contenido de la de-
nuncia ya que, tal y como señala el Tribunal Supremo, 
cuando exista un mínimo de indicios acusativos es im-
prescindible una actividad probatoria por parte de quien 
trate de beneficiarse de la presunción de inocencia. (Sen-
tencia de 26 de julio de 1988).

En su virtud, este ministerio, de conformidad con la 
propuesta de la Subdirección General de Recursos, ha 
resuelto desestimar el expresado recurso interpuesto por 
don José García Castella y por don José García Solera 
contra la resolución de la Secretaría General de Trans-
portes de fecha 10 de noviembre de 2006 relativa a la 
imposición de una sanción de 6.000 euros a los recurren-
tes, resolución que se confirma en sus propios términos.

Contra esta resolución, que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses contados 
desde el día siguiente al de su notificación.».

Madrid, 9 de octubre de 2008.–Subdirector General, 
de Recursos-Isidoro Ruiz Girón. 

 62.015/08. Resolución de la Dirección General de 
Ferrocarriles, de 20 de octubre de 2008 por la que se 
abre Información Pública correspondiente al expe-
diente de Expropiación Forzosa que se tramita con 
motivo de las obras del Administrador de 
Infraestructuras Ferroviarias, «Proyecto de cons-
trucción de plataforma del nuevo acceso ferroviario 
de Alta Velocidad de Levante. Madrid-Castilla-La 
Mancha-Comunidad Valenciana-Región de Murcia. 
Tramo: Elche-Crevillente». En los términos munici-
pales de Crevillente y Elche. Expte.: 156ADIF0804.

El Administrador de Infraestructuras Ferroviarias insta 
la incoación del expediente expropiatorio para disponer de 
los terrenos necesarios para la ejecución de las obras del 
proyecto de expropiación «Proyecto de construcción de 
plataforma del nuevo acceso ferroviario de Alta Velocidad 
de Levante. Madrid-Castilla-La Mancha-Comunidad Va-
lenciana-Región de Murcia. Tramo: Elche-Crevillente». 
En los términos municipales de Crevillente y Elche, cuyo 
proyecto básico ha sido debidamente aprobado.

Dichas obras están incluidas en la normativa de la
Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector Ferroviario, 
Capítulo II sobre Planificación, Proyecto y Construcción 
de Infraestructuras integrantes de la red ferroviaria de 
interés general. Lo anterior implica que la aprobación del 
proyecto referenciado en el encabezamiento del presente 
escrito conlleve la declaración de utilidad pública y la 
urgencia de la ocupación a efectos de expropiación for-
zosa y la aplicación de los preceptos contenidos en el ar-
tículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de 
diciembre de 1954 y concordantes de su Reglamento
de 26 de abril de 1957.

En su virtud, y a los efectos señalados en el Título II, 
Capítulo II, de la vigente Ley de Expropiación Forzosa y 
en los concordantes del Reglamento para su aplicación.

Esta Dirección General de Ferrocarriles ha resuelto 
abrir información pública durante un plazo de quince 
(15) días hábiles, contados desde la fecha de publicación 
en el Boletín Oficial del Estado, en la forma dispuesta en 
el artículo 17, párrafo primero del Reglamento de 26 de 
abril de 1957, para que los propietarios que figuran en la 
relación adjunta y todas las demás personas o entidades 
que se estimen afectadas por la ejecución de las obras, 
puedan formular por escrito ante este Departamento, las 
alegaciones que consideren oportunas, de acuerdo con lo 
previsto en la Ley de Expropiación Forzosa y en el ar-
tículo 56 del Reglamento para su aplicación. Esta publi-
cación servirá de notificación para los interesados desco-
nocidos o de ignorado domicilio a los efectos prevenidos 
en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común.

Del mismo modo se procede a la citación de los pro-
pietarios anteriores al levantamiento de las actas previas 
a la ocupación, que tendrá lugar en el/los Ayuntamientos 
indicados en la relación adjunta en la que figuran las fe-
chas y horas de citación, debiendo comparecer los intere-
sados con los documentos que acrediten su personalidad 
y la titularidad de los bienes y derechos afectados.

Además podrán consultar el Anejo de Expropiaciones 
tanto en los locales del Ministerio de Fomento, Dirección 
General de Ferrocarriles, Subdirección General de Cons-
trucción, P.º de la Castellana, 144, como en los respecti-
vos Ayuntamientos afectados por la ejecución de las 
obras contenidas en el proyecto de que se trata.

Madrid, 20 de octubre de 2008.–El Director General 
de Ferrocarriles, Luis de Santiago Pérez. 


